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Infórmate:

Artículo 47. En el procedimiento administrativo se 
podrá declarar la nulidad de oficio o a petición 
de parte. Los supuestos de nulidad deberán estar 
previstos en la LEG. Cuando sea alegada por 
cualquiera de las partes será necesario que le 
produzca o haya producido un agravio.

La nulidad de un acto procesal, cuando sea 
declarada, invalidará todos los actos que sean 
consecuencia de él, siempre que la invalidez sea 
indispensable para reparar el agravio de la parte 
que lo alega.
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Denuncia o avisa
en forma anónima 

todo acto de 
corrupción. Imposición de 

SANCIONES

NULIDADES

Artículo 49. Ningún procedimiento administrativo 
sancionador podrá iniciarse una vez haya transcurrido 
cinco años contados a partir del día en que se hubiera 
cometido el hecho.
La ejecución de la sanción de multa impuesta 
por infracciones a la LEG en los procedimientos 
administrativos sancionadores, prescribirán en el 
término de cinco años contados a partir del día 
siguiente del vencimiento del plazo concedido 
para su pago, sin que se realice acción alguna 
encaminada a su cobro.
También se extingue la oportunidad de iniciar o 
continuar el procedimiento cuando la persona 
denunciada haya fallecido.

PRESCRIPCIÓN

La omisión de trámites esenciales en orden 
a que el acto alcance su fin.a)

Los actos u omisiones que provocan
indefensión.b)

Cuando conozca de un asunto un miembro 
del Tribunal y estuviere obligado a excusarse 
de conformidad a la ley.

c)

NULIDADES



Artículo 44. El monto de la multa se determinará 
considerando uno o más de los aspectos siguientes:

Imposición de

SANCIONES
Artículo 42.

Artículo 43. Para imponer la sanción de multa, 
el Tribunal deberá tomar en consideración los 
criterios que la LEG señala, a fin de que la misma 
sea proporcional a la infracción cometida por las 
personas sujetas a la aplicación de la presente Ley.

Artículo 45. La sanción de multa la ejecutará 
el Tribunal, una vez adquiera firmeza en sede 
administrativa la resolución definitiva que la 
imponga; a tal fin el Tribunal ordenará en la 
resolución final la emisión del mandamiento de 
ingreso respectivo.

PLAZO DE PAGO
DE LA MULTA

Artículo 46. La sanción de multa deberá cancelarse 
dentro de los sesenta días siguientes a la notificación 
de la resolución que pone fin al procedimiento. La 
certificación de la resolución firme que la imponga, 
tendrá fuerza ejecutiva.

En el plazo a que se refiere el inciso anterior, 
el sancionado podrá pedir al tribunal el pago 
de la multa por cuotas periódicas. El Tribunal 
podrá otorgar dicho beneficio, atendiendo a 
las circunstancias particulares del sancionado y 
estableciendo condiciones  para el pago de la 
multa.

Transcurrido el plazo sin que se acreditare el pago 
de la multa ante el Tribunal, este informará a la 
Fiscalía General de la República, para que realice 
el cobro por la vía judicial correspondiente. De igual 
manera se procederá al incumplirse las condiciones  
de pago por cuotas.

EJECUCIÓN 
DE LA SANCIÓN

CRITERIOS PARA DETERMINAR
LA CUANTÍA DE LA MULTA

PROPORCIONALIDAD
Y BASE DE LA SANCIÓN

El Tribunal deberá 
imponer una sanción 
por cada infracción 

comprobada.

a) La gravedad y circunstancias del 
hecho cometido.

b) El beneficio o ganancias obtenidas 
por el infractor, su cónyuge, conviviente, 
parientes dentro del cuarto grado 
de consanguinidad  o segundo de 
afinidad o socio, como consecuencia de 
los actos u omisiones constitutivos de la 
infracción.

c) El daño ocasionado a la administración 
pública o a terceros perjudicados.

d) La capacidad de pago, y a la renta 
potencial del sancionado al momento de 
la infracción.

Una vez comprobado el 
incumplimiento de los deberes éticos 

o la violación de las prohibiciones 
éticas previstas en la Ley de Ética 

Gubernamental (LEG), 
el Tribunal sin perjuicio de la 

responsabilidad civil, penal u otra a 
que diere lugar, impondrá la multa 

respectiva, cuya cuantía no será inferior 
a un salario mínimo mensual hasta un 
máximo de cuarenta salarios mínimos 

mensuales urbanos para el sector 
comercio.


